EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

In re:

2016 TSPR 156

Irvin E. Prado Galarza 195 DPR

Numero del Caso: CP-2011-20

Fecha: 29 de junio de 2016

Abogado del querellado:

Lcdo. Osvaldo Toledo Martinez

Oficina del Procurador General:

Lcdo. Luis R. Roman Negrén
Procurador General

Lcda. Karla Pacheco Alvarez
Subprocuradora General

Lcda. Yaizamarie Lugo Fontanez
Procuradora General Auxiliar

Comisionada Especial:

Hon. Eliadis Orsini Zayas

Materia: La suspensidédn sera efectiva una vez advenga final y firme
la Sentencia conforme la Regla 45 del Reglamento del Tribunal
Supremo.

Este documento constituye un documento oficial del Tribunal Supremo
que estd sujeto a los cambios y correcciones del proceso de
compilacién y publicacidén oficial de las decisiones del Tribunal. Su
distribucidén electrbdénica se hace como un servicio publico a la
comunidad.



In re:

Irvin E.

EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

Prado Galarza CP-2011-20

PER CURIAM

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de junio de 2016.

Una vez méds, nos vemos obligados a ejercer
nuestro poder disciplinario ©para sancionar a un
miembro de la profesidén legal por incumplir con sus
deberes hacia su cliente. Los hechos que dieron
inicio al proceso disciplinario ante nuestra

consideracidén son los siguientes.

El 1 de febrero de 2010, la Sra. Madeline Gotay
Marcano (sefiora Gotay Marcano o dquejosa) presentd

una gqueja en contra de los licenciados Arturo L.
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Ddvila Toro e Irvin E. Prado Galarza (querellado).' En su
escrito, explicd que es la madre de Juan Carlos Moraza
Gotay vy de Freddie Fraticcelli Gotay, quienes fueron
acusados por 1infracciones a los Articulos 106 y 122 del
Cébdigo Penal de 2004, 33 LPRA secs. 4734 y 4750, asi como
por violaciones a los Articulos 5.04, 5.05 y 5.15 de 1la
Ley de Armas de Puerto Rico, segun enmendada, 25 LPRA
secs. 458c, 458d y 458n. Adujo que contratdé a los
licenciados Davila Toro 'y Prado Galarza ©para que
representaran a los coacusados e indicé que pactd
honorarios de abogado ascendentes a setenta mil
($70,000.00) dbélares por la representacidn de ambos . ?
Explicdé que los hermanos fueron declarados culpables vy
sentenciados a prisidén tras celebrarse el Jjuicio y arguyd
que el resultado adverso se debid a la representacidn
insuficiente provista por 1los querellados.3 Asimismo, la
sefiora Gotay Marcano alegd que los licenciados violentaron
los Céanones del Coédigo de Etica Profesional, infra, pues
abandonaron el procedimiento apelativo a pesar de haber

recibido tres mil ($3,000.00) dbélares por sus servicios.*?

! Segin surge del expediente, la queja en contra del licenciado Davila

Toro fue archivada administrativamente, pues éste habia sido
previamente separado de la profesidén. Informe de la Comisionada
Especial Eliadis Orsini Zayas, pags. 1-2.

2 El1 licenciado D&vila Toro defendié al sefior Moraza Gotay, mientras
que el licenciado Prado Galarza representd al sefior Fraticcelli Gotay.

3 Queja por Violacidén al Cédigo de Etica Profesional de los Abogados,
pags. 2-3.

* En especifico, la sefiora Gotay Marcano sostuvo que entregd mil
($1,000.00) ddbélares al licenciado Davila Toro y dos mil ($2,000.00)
délares al licenciado Prado Galarza para la tramitacién de las
respectivas apelaciones. Queja por Violacién al Cédigo de Etica
Profesional de los Abogados, pag. 2.
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Ademéds, sostuvo que los letrados no atendian sus llamadas
y que nunca estaban disponibles para discutir el tramite
que les fue encomendado. En consecuencia, solicitdé 1la
devolucién de los setenta y tres mil ($73,000.00) dbélares
que pagd en concepto de honorarios de abogado y 1la
imposicién de sanciones disciplinarias a los licenciados
por su incumplimiento con el Cédigo de Etica Profesional,
infra.

El 18 de noviembre de 2010, el 1licenciado Prado
Galarza presentd su contestacidédn a la queja. Explicd que
la tramitacidén del litigio tomd aproximadamente un afio y
que cobrdé treinta y cinco mil ($35,000.00) dbélares por sus
servicios. Indicé que a cada coacusado le imputaron un
total de once (11) cargos, entre ellos cargos por
asesinato en primer grado, tentativa de asesinato vy
multiples violaciones a la Ley de Armas de Puerto Rico, 25
LPRA sec. 455 et seq., y sostuvo que durante la
tramitacidén del pleito viajd a Mayaglez todos los dias,
pues participd en todas las etapas del procedimiento,
excepto en la determinacidén de causa. Anadidé que el jurado
declard culpable a su cliente por asesinato en segundo
grado, por una tentativa de asesinato y por violaciones a
los Articulos 5.04 y 5.15 de la Ley de Armas de Puerto
Rico, supra, y dque éste fue sentenciado a mas de cien

(100) afios de reclusidn.
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Explicd que, en enero de 2009, presentd una apelacidn
a favor de su cliente en la cual impugndé los agravantes
impuestos por el tribunal y sostuvo gque su apelacidn se
consolidd con la apelacidén presentada en el caso de Moraza
Gotay por cuestiones de economia procesal. Ademads, expresd
que las dilaciones en la presentacidén de la transcripcién
no fueron atribuibles a sus actuaciones, pues fue la
quejosa quien se encargd de su preparacidén. Asimismo,
sostuvo que hubo un problema de comunicacidédn a nivel
apelativo porque el correo de Estados Unidos, por
equivocacién, dejd de llevar correspondencia a su oficina
cuando alguien de la administracién le informd que estaba
cerrada. Mas aun, explicd que si en ocasiones no hablaba
con la guejosa era porque no habia nada que informar.

Por ultimo, expresd que decidieron unir a la Lcda.
Michelle Gonzalez Pereira a la representacidén legal de los
apelantes para poder cumplir con la extensa carga laboral
que los aquejaba. Indicdé que la quejosa consintid a la
intervencién de la licenciada Gonzélez Pereira y que fue
ésta quien redactdé el alegato de las partes. Ademés,
afladié que su gestidn fue exitosa pues el Tribunal de
Apelaciones elimindé los agravantes impuestos, segun fue
solicitado.

La quejosa presentd una réplica a la contestacidn del
querellado y explicd que la comunicacién con el licenciado

cesd una vez éste recibid el pago por el tramite ante el
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Tribunal de Apelaciones. Relatd que conocid que el
tribunal estaba solicitando una transcripcién de la prueba
cuando acudié al mismo para verificar el estado de 1los
procedimientos. Indicdé que el querellado nunca le informd
sobre la necesidad de ©presentar una transcripcidén vy
sostuvo que fue ella quien efectud las gestiones
necesarias para cumplir con dicha orden.

Ademéds, expresd que, al no lograr comunicarse con los
letrados, contactdé a la licenciada Gonzalez Pereira, quien
entonces hizo el acercamiento a los querellados para
unirse a la representacidén legal de los apelantes. Explicd
que fue la licenciada Gonzalez Pereira quien prepard el
alegato y continudé con el tradmite apelativo y sostuvo que
la negligencia de los dquerellados 1le ocasiondé gastos
adicionales, pues pagd cinco mil ($5,000.00) ddbélares a la
licenciada Gonzalez Pereira en concepto de honorarios
profesionales.

Posteriormente, referimos la queja a la Oficina de 1la
Procuradora General para 1investigacidén conforme a lo
dispuesto en la Regla 14(d) del Reglamento de este
Tribunal, 4 LPRA Ap. XXI-B. El1 13 de abril de 2011, 1la
Procuradora General rindié su informe. En lo pertinente,
resefi®é el siguiente trémite apelativo.

El 26 de febrero de 2009, el Tribunal de Apelaciones
notificé una resolucidn concediéndole un término de

treinta (30) dias a la parte apelante para gque gestionara
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la regrabacidén de los procedimientos ante el Tribunal de
Primera Instancia y preparara una transcripcidén privada.
La resolucidén fue notificada al querellado a la direcciédn
que obraba en el expediente de la apelaciédn.

El 22 de abril de 2009, 1la sefiora Gotay Marcano
presentd un escrito titulado Mocidn Informativa Urgente en
el que informdé que el licenciado Prado Galarza no cumplid
con la resolucidén del foro intermedio y expresd que, a
pesar de sus gestiones, no pudo contactar al letrado.
Ademds, solicitdé al tribunal la oportunidad de comunicarse
con el querellado vy expresd que, de ser necesario,
gestionaria la regrabacidén de la vista.

El 20 de mayo de 2009, el Tribunal de Apelaciones
notificé wuna resolucidén concediéndole al apelante un
término de quince (15) dias para cumplir con la resolucidn
previamente notificada y para mostrar causa por la cual no
debian imponérsele sanciones por incumplir con las oérdenes
del tribunal. La resolucidén se le notificd al querellado a
la direccidén de récord. No obstante, la misma fue devuelta
por el correo.

El 23 de Jjulio de 2009, el tribunal notificd
nuevamente la resolucidén devuelta al querellado. Esta vez,
la resolucidén se notificdé a la direccidn de récord del
letrado y a su direccidn en el Apartado 9838 en Caguas.

El 2 de Jjunio de 2009, 1la sefiora Gotay Marcano

presentd otro escrito titulado Mocidén Informativa Urgente
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en el cual expresd que aun no habia logrado comunicarse
con el licenciado. Ademas, indicdé que acudié al Tribunal
de Mayagiiez para verificar 1los discos compactos de la
regrabacidén del Jjuicio y solicitdé wun término adicional
para gestionar la transcripcidédn de la vista.

El 8 de junio de 2009, el Tribunal de Apelaciones
notificdé una tercera resolucidn, en la cual le concedid al
licenciado Prado Galarza qguince (15) dias para que
reaccionara a 1la mocidén informativa presentada por la
quejosa. Nuevamente, la notificacién de esta resolucidn
fue devuelta por el correo, por 1lo que se volvid a
notificar al licenciado a la direccidédn de su apartado en
Caguas.

El 8 de julio de 2009, el foro intermedio notificd
una resolucidén en la que impuso al letrado una sancidn de
doscientos (5200.00) dblares por su reiterado
incumplimiento con las 6rdenes del tribunal y le concedid
un término de diez (10) dias para gue reaccionase a la
mocidén informativa previamente presentada por la quejosa.
Esta resolucidén se notificd al apartado del querellado en
Caguas.

El 6 de agosto de 2009, el licenciado Prado Galarza
presentdé una mocién en la cual sostuvo gque no fue su
intencidén desacatar las 6érdenes del tribunal, pero que por
error de la administracién del edificio, se le habia

notificado al correo que su oficina habia sido desalojada.
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Asi, 1indicd que no recibid ninguna de las o&érdenes del
tribunal durante varios meses % solicitéd la
reconsideracién de la sancidédn impuesta. Ademéds, indicd que
la trascripcidén del juicio estaba practicamente terminada.

El 19 de agosto de 2009, el tribunal le concedid al
querellado cinco (5) dias para que presentara la
transcripcién de la prueba. Esta resolucién fue notificada
a la direccidén de récord, la cual fue confirmada por el
letrado como su direcciédn postal. Sin embargo, el
querellado incumplidé nuevamente con el término provisto.
En atencidén a ello, el 10 de septiembre de 2009, el foro
intermedio notificd una resolucidn concediéndole cinco (5)
dias al 1letrado para que mostrara causa por la cual no
deberia ser referido a este Tribunal.

El 15 de septiembre de 2009, el querellado presentd
una Mocidén Informativa en la cual explicdé que 1la
transcripcidén de la vista se demord y solicitd un término
adicional de treinta (30) dias para culminarla. E1 2 de
octubre de 2009 comparecié la quejosa y sometid la
transcripcidén solicitada.

Luego de varios tramites procesales, el 13 de abril
de 2010, el Tribunal de Apelaciones notificéd una
resolucidén concediéndole a la parte apelante un término de
treinta (30) dias para presentar su alegato.

El 23 de abril de 2010, 1la 1licenciada Gonzéalez

Pereira ©presentd una Mocidén Asumiendo Representacidn
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Legal. Expresd que los apelantes contrataron sus servicios
e indicdé que se comunicd con los licenciados Davila Toro y
Prado Galarza y que éstos no tuvieron reparo con gue se
uniera a la representacidén legal. Asi las cosas, el
Tribunal notificd una resolucidn declarando con lugar la
mocién presentada por la licenciada Gonzalez Pereira.

El 10 de mayo de 2010, la licenciada Gonzéalez Pereira
solicitdé un término adicional de diez (10) dias para
presentar el alegato. El término le fue concedido a la
letrada mediante resolucidén notificada el 19 de mayo de
2010. La notificacidén de esta Resolucién al licenciado
Prado Galarza 1llegd devuelta por el correo. Finalmente,
los apelantes presentaron su alegato el 1 de junio de 2010
a través de la licenciada Gonzédlez Pereira.

Tras examinar los documentos ante su consideracién,
la Oficina de 1la Procuradora General concluyd dque el
querellado pudo haber incurrido en violacidén a los Canones
12, 18, 19, 20, 35 y 38 del Coédigo de Etica Profesional,
infra, vy nos solicitdé que ordendramos el 1inicio de un
procedimiento disciplinario.

Luego de evaluar el informe, ordenamos dgue se
presentara querella en contra del licenciado Prado
Galarza. En cumplimiento con nuestra orden, la Oficina de
la Procuradora General presentd la querella de epigrafe y
le imputdé al querellado: (1) violentar el Canon 12 por

causar dilaciones indebidas en la tramitacidén de 1la
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apelacién; (2) infringir el Canon 18 por no defender
diligentemente los intereses de su cliente; (3) violentar
el Canon 19 por no mantener a su cliente informado durante
la tramitacidén del litigio; (4) gquebrantar el Canon 20 al
no reembolsar a la querellante los honorarios adelantados
por una gestidén profesional no realizada; (5) infringir el
Canon 35 por no ser sincero y honrado hacia el Tribunal; vy
(6) violentar el Canon 38 por no esforzarse al maximo de
su capacidad en la exaltacidén del honor y la dignidad de
la profesidén, asi como por haber incurrido en conducta
impropia.

En consecuencia, el 5 de enero de 2012, diligenciamos
personalmente al licenciado Prado Galarza una resolucidn
concediéndole un término de quince (15) dias para
contestar la querella.

El 19 de enero de 2012, el querellado nos solicitd un
término adicional de treinta (30) dias para presentar su
contestacién. Tras evaluar la solicitud del letrado, el 8
de febrero de 2012, le notificamos una resoluciédén
concediéndole el término adicional solicitado. Sin
embargo, el licenciado Prado Galarza incumplidé con el
término provisto.

Asi las cosas, procedimos a nombrar a una Comisionada
Especial. Tras recibir su designacidén, la Comisionada
Especial sefiald la vista inicial para el 21 de agosto de

2013. Sin embargo, dicha wvista fue suspendida, pues la
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Oficina de 1la Procuradora General solicitdé enmendar la
querella.

Tras evaluar dicha peticién, el 20 de agosto de 2013,
paralizamos el procedimiento disciplinario y autorizamos
la presentacién de la querella enmendada. Asimismo, le
concedimos al querellado un término final e improrrogable
de cinco (5) dias para gue presentase su contestacidén a la
querella. No obstante, el licenciado Prado Galarza
presentd su contestacidén el 30 de agosto de 2013.

Asi las cosas, la Oficina de la Procuradora General
presentdé una querella enmendada en la cual afiadidé un
séptimo cargo imputandole al querellado infringir 1los
Cédnones 9 y 12 del Cédigo de Etica Profesional por
desatender las o6rdenes de este Tribunal. Segln explicd, la
querella de epigrafe se presentd el 27 de diciembre de
2011 y el querellado no presentd su contestacidédn hasta el
30 de agosto de 2013, 1lo cual conllevé 1la dilacidn
innecesaria del procedimiento y configurdé una violacidén a
estos Cénones.

Tras evaluar la prueba ante su consideracidén, 1la
Comisionada Especial recomendd el archivo de la querella.
Explicd que el licenciado Prado Galarza no fue contratado
por la sefiora Gotay Marcano, sino que ésta contratd al
licenciado Davila Toro, gquien a su vez unidé al querellado
a la defensa. En consecuencia, sostuvo que las

comunicaciones con la quejosa se efectuaron a través del
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licenciado Davila Toro por lo que el querellado nunca tuvo
acceso directo a su cliente. Por tanto, concluydé que el
licenciado Prado Galarza fue participe de una relacidén de
servicios profesionales muy peculiar, la cual le
imposibilitd desempefiar sus funciones a cabalidad. Ahora
bien, 1la Comisionada recomendé ordenar la devolucidén de
mil ($1,000) dbélares, pues estimdé que el querellado no
perfecciondé el recurso de apelacidn.

Inconforme, la Oficina de 1la Procuradora General
comparecié mediante un escrito titulado Reaccidén al
Informe de la Comisionada Especial vy expresd que 1los
cargos imputados al querellado se probaron con prueba
clara, robusta y convincente.

Con el Dbeneficio del Informe de la Comisionada
Especial, asi como con las comparecencias de las partes,
procedemos a determinar si el querellado incurrid en las
faltas imputadas.

IT.

Los abogados ejercen una funcidén revestida del més
alto interés publico que genera obligaciones %
responsabilidades con sus clientes y con el tribunal. In

re Pujol Thompson, 171 DPR 683, 688 (2007). Los Céanones de

Etica Profesional establecen las normas minimas de
conducta que rigen a los miembros de la profesidén, de modo

gque se promueva un comportamiento ejemplar por parte de
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los letrados en el desempefio de sus funciones. In re

Herndndez Gonzalez, 188 DPR 721, 727 (2013).

El Canon 12 del Cédigo de Etica Profesional, 4 LPRA
Ap. IX, impone al abogado el deber de tramitar las causas
que le son encomendadas con puntualidad y diligencia, 1lo
cual conlleva desplegar todas las diligencias necesarias
para asegurar gue no se causen dilaciones indebidas. In re

Nieves Nieves, 181 DPR 25, 35 (2011). E1 abogado esta

obligado a cumplir con este deber en todas las etapas de
los procedimientos. ;g., Pag. 36. Asi, la continua
desobediencia a las o&rdenes del tribunal configura una

infraccién al Canon 12 y expone al letrado a una accidn

disciplinaria. 1Id.; In re Collazo I, 159 DPR 141, 148

(2003) .

Por su parte, el Canon 18 del Cédigo de Etica
Profesional, 4 LPRA Ap. IX, requiere que todo miembro de
la profesién defienda los intereses de su cliente de una

forma capaz y diligente. In re Rivera Ramos, 178 DPR 651,

664 (2010). En lo pertinente, el Canon 18 dispone que:

[s]leréd impropio de un abogado asumir una
representacidén profesional cuando estd consciente
de que no puede rendir una labor iddnea competente
y qgue no puede prepararse adecuadamente sin que
ello apareje gastos o demoras irrazonables a su
cliente o a la administracidén de la justicia.

Es deber del abogado defender los intereses del
cliente diligentemente, desplegando en cada caso
su mas profundo saber y habilidad y actuando en
aquella forma que la profesidn juridica en general
estima adecuada y responsable. 4 LPRA Ap. IX, C.
18.
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Por tanto, en reiteradas ocasiones hemos resuelto que
aquellas actuaciones negligentes que puedan conllevar, o
que en efecto conlleven, la desestimacidén o el archivo de

un caso configuran una violacidén al Canon 18, supra. In re

Amill Acosta, 181 DPR 934, 939-940 (2011); In re Pujol

Thompson, supra, pag. 689.

El Canon 19 de Etica Profesional, 4 LPRA Ap. IX,
exige que el abogado mantenga a su cliente informado de
todo asunto importante que surja en el desarrollo del caso

que le ha sido encomendado. In re Mulero Fernandez, 174

DPR 18, 30 (2008). Por tanto, un abogado contraviene este
Canon cuando no atiende los reclamos de informacidén de su
cliente o cuando le niega informacién del pleito. ;g.,
pdg. 31. Cabe resaltar que el deber de informar es
unidireccional. Es decir, el deber Yes del abogado para
con el cliente, mas no del cliente para con el abogado”.

In re Mufioz Morell, 182 DPR 738, 753 (2011).

De otra parte, los Cénones 20 y 23 del Cdédigo de
Etica Profesional, 4 LPRA Ap. IX, obligan al abogado a
reembolsar cualquier cantidad que haya sido pagada por

servicios profesionales que no ha prestado. In re Pestafla

Segovia, 192 DPR 485, 495 (2015). Ello pues, “[clonstituye
una grave falta que el abogado retenga una suma de dinero
que le adelantd el cliente en concepto de honorarios sin
realizar la gestidén a la cual se comprometid”. In re

Pereira Esteves, 131 DPR 515, 523 (1992).
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Por otro lado, el Canon 35, 4 LPRA Ap. IX, impone a
los miembros de la profesidén legal 1la obligacién de
conducirse con sinceridad y honradez ante los tribunales,
con sus representados y en las relaciones con sus

compafieros de profesidén. In re Astacio Caraballo, 149 DPR

790, 797 (1999). En consecuencia, el abogado “no puede
proveer al tribunal informacién falsa o que no se ajuste a
la verdad, ni puede tampoco ocultarle informacidn certera

que deba ser revelada”. 1Id., pag. 798; In re Filardi

Guzmén, 144 DPR 710 (1998). Este deber se infringe por el
mero hecho de faltar a la verdad, pues la violacidn se
configura aunque no esté ©presente la intencidén de

defraudar. In re Garcia Iglesias, 183 DPR 572, 578 (2011).

El Canon 38 del Cédigo de Etica Profesional, 4 LPRA
Ap. IX, exige que el abogado se esfuerce al mdximo de su
capacidad en la exaltacidén del honor y la dignidad de la

profesidén. In re Gordon Menéndez, 183 DPR 628, 642 (2011).

La responsabilidad ética y moral que rige la profesidn
legal requiere que todo abogado examine continuamente su
comportamiento, pues “los abogados son el espejo donde se

refleja la 1imagen de 1la profesién”. In re Rodriguez

Vazquez, 176 DPR 168, 177 (2009). Por tanto, éstos deben
actuar conforme al puntual sentido de responsabilidad que

impone la funcidén social que ejercen. In re Cuyar

Fernandez, 163 DPR 113, 117 (2004).
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Por ultimo, el Canon 9, 4 LPRA Ap. IX, dispone dque
los abogados deberdn observar hacia 1los tribunales una
conducta que se caracterice por el mayor respeto vy
diligencia. Todo abogado tiene la obligacidén de responder
a los requerimientos y a las o6rdenes de este Tribunal con

prontitud. In re Otero Encarnacién, 179 DPR 827, 831

(2010) . Méas aun, este deber se extiende a los
procedimientos disciplinarios que se efectian en su

contra. In re Torres Viera, 179 DPR 868, 870 (2010). En

consecuencia, cuando un abogado no atiende con diligencia
los requerimientos de este Tribunal y se muestra
indiferente ante nuestros apercibimientos procede que 1lo

suspendamos de la profesidén. In re Aponte Cabrera, 179 DPR

1, 16 (2010).

Como es sabido, el procedimiento disciplinario
contempla la designacién de un Comisionado Especial, el
cual recibird la prueba presentada y rendird un informe
con sus determinaciones de hecho para nuestra

consideracién. In re Cuevas Borrero, 185 DPR 189, 201

(2012) . El1 Comisionado Especial ejerce una funcidén similar
a la del juzgador de instancia, por lo que “se encuentra
en una posicidén aventajada para aquilatar la prueba

testifical y adjudicar credibilidad”. In re Salas Arana,

188 DPR 339, 346 (2013). Por tanto, sus determinaciones

facticas merecen nuestra mayor deferencia. Id. Ahora bien,
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este Tribunal no estd obligado por 1las conclusiones de

derecho del Comisionado.

ITIT.
Tras evaluar el expediente ante nuestra
consideraciédn, asi como las comparecencias que lo

acompafian, concluimos que el querellado infringié 1los
Cénones 9, 12, 18, 19, 20, 23, 35 y 38 del Cédigo de Etica
Profesional, supra.

En primer lugar, el licenciado Prado Galarza violentd
el Canon 12 del Cédigo de Etica Profesional, supra, pues
no fue puntual y exacto en la tramitacidén de la apelacidn
de su cliente. Segln surge del expediente, el querellado
presentd el recurso de apelacidén ante el foro intermedio
el 13 de febrero de 2009 y no volvidé a comparecer ante ese
tribunal hasta el 6 de agosto de 2009. Ello, a pesar de
las multiples oérdenes emitidas solicitando la presentacidn
de la transcripcién de la vista. Como mencionamos, la
continua desobediencia a las 6rdenes del tribunal

configura una infraccidén a este Canon. In re Nieves

Nieves, supra, pag. 36.

De igual manera, concluimos que la demora del
querellado en presentar la transcripcidén solicitada y el
correspondiente alegato violentdé el Canon 18 del Cdédigo de
Etica Profesional, supra. El licenciado Prado Galarza
conocia o debidé conocer gque no habia perfeccionado el

recurso y que ello exponia a su cliente a una posible
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desestimacidén. Segln mencionamos, este Canon exige que el
abogado defienda los intereses de su cliente de una forma

capaz y diligente. In re Rivera Ramos, supra, pag. 664.

Asi, aquellas actuaciones que expongan al cliente a una
posible desestimacidén o archivo de su recurso denotan
indiferencia, desidia vy despreocupacidén por parte del
letrado y configuran una infraccidén a este Canon. In re

Amil Acosta, supra, pags. 939-940.

De otra parte, el Canon 19, supra, impone a 1los
miembros de la profesién legal la obligacidén de mantener a
sus clientes informados sobre todo asunto importante que
surja durante la tramitacién del caso en el cual

participan. In re Mulero Fernadndez, supra, pag. 30. Este

deber de informar es unidireccional e indelegable. In re

Cuevas Borrero, 185 DPR 189, 204-205 (2012); In re Mufioz

Morell, supra, pag. 753. Segun surge del expediente, el

querellado delegd su obligacidén de informar al licenciado
Davila Toro, pues era éste quien le comunicaba a la sefiora
Gotay Marcano el estado de los procedimientos. En
consecuencia, concluimos que el licenciado Prado Galarza
violenté el Canon 19 del Cédigo de Etica Profesional,
supra.

Mas aun, segun surge del Informe de la Comisionada
Especial, el 1licenciado Prado Galarza recibidé un cheque
por la cantidad de mil gquinientos ($1,500.00) ddbélares para

la tramitacién del recurso apelativo del sefior Fraticcelli
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Gotay.’ Sin embargo, el letrado limité su participacién a
la presentacién del recurso de apelacidén y no 1llegd a
perfeccionar el mismo. Los Cénones 20 y 23 del Cdédigo de
Etica Profesional, supra, 1imponen a los abogados el deber
de reembolsar toda cantidad adelantada en concepto de
honorarios por servicios profesionales que no han

prestado. In re Pestafla Segovia, supra, pag. 495. Por

consiguiente, el licenciado Prado Galarza incurridé en
falta ética al retener los honorarios recibidos.

En adicién, el querellado violentdé el Canon 35,
supra, al contestar la queja, pues indicd que decidid unir

A\Y

al pleito a la licenciada Gonzélez Pereira [plara poder

cumplir con la extensa carga laboral”.®

Sin embargo, el
Informe de la Comisionada Especial demuestra con meridiana
claridad que fue 1la sefiora Gotay Marcano gquien optd por
unir a la licenciada Gonzédlez Pereira para que atendiera
la apelacién de su hijo.’ Como mencionamos, este deber se

infringe por el mero hecho de faltar a la verdad, aunque

no exista intencidén de defraudar. In re Garcia Iglesias,

supra.
Por su parte, el Canon 38 del Cédigo de Etica

Profesional, supra, proscribe la conducta impropia real o

° Informe de la Comisionada Especial Eliadis Orsini Zayas, pag. 14.

® En especifico, el licenciado Prado Galarza sostuvo que “[plara poder
cumplir con la extensa carga laboral, el 1licenciado Déavila vy vyo
resolvimos unir a otra compafiera que en aquel momento trabajaba con
nosotros en la oficina, la licenciada Michelle Gonzalez Pereira”.
Réplica a Querella, pag. 3.

" Segtin surge del Informe, las partes estipularon que fue la licenciada
Gonzélez Pereira gquien se comunicd con el licenciado Prado Galarza
para unirse a la representacién de los apelantes. Informe de la
Comisionada Especial Eliadis Orsini Zayas, pag. 9.
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aparente. In re Aponte Duchesne, 191 DPR 247, 258 (2014).

Tras evaluar el expediente ante nuestra consideracién,
concluimos que el querellado incurridé en conducta impropia
al no tramitar la apelacidén de forma diligente, al no
informar a su cliente sobre las incidencias procesales del
recurso que presentd y al retener los honorarios cobrados
por una gestién que no realizdé. Por tanto, concluimos que
el licenciado Prado Galarza infringidé los preceptos del
Canon 38.

Finalmente, el querellado incurridé en violacién al
Canon 9 de Etica Profesional, supra, al desatender las
6rdenes de este Tribunal durante el procedimiento
disciplinario. Como mencionamos, este Canon impone a 1los
miembros de la profesidén la obligacidédn de atender las
6rdenes y requerimientos de este Tribunal con prontitud. A
pesar de que la Oficina de la Procuradora General presentd
la querella ante nuestra consideracidén el 27 de diciembre
de 2011, el 1licenciado Prado Galarza no presentd su
contestacidén hasta el 30 de agosto de 2013. Tal proceder
demord sustancialmente el procedimiento disciplinario del
letrado y configurdé una infraccidén a este Canon.

IV.

Habiendo concluido que el querellado infringidé 1los
Cénones 9, 12, 18, 19, 20, 23, 35 y 38 del Cédigo de Etica
Profesional, supra, nos corresponde determinar cuadl es la

sancién apropiada. Segin hemos sefialado, al momento de
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imponer una sancidédn disciplinaria debemos considerar: el
historial ©previo del abogado; su reputacidén en la
comunidad; la aceptacién de la falta y su sincero
arrepentimiento; si la conducta se realizd con animo de
lucro; vy cualquier otra consideracidn pertinente a 1los

hechos. In re Pefia, Santiago, 185 DPR 764, 787 (2012).

Segun surge del expediente, el licenciado Prado
Galarza no demostrd estar arrepentido pues no aceptd las
faltas imputadas. Ahora bien, el querellado ha ejercido 1la
profesidén por mads de veinte (20) afios sin que se haya
sostenido procedimiento disciplinario en su contra y goza
de buena reputacién en la comunidad juridica.®

Por los fundamentos antes expuestos, suspendemos del
ejercicio de la abogacia y de la notaria al Lcdo. Irvin E.
Prado Galarza por un término de dos meses y ordenamos que
devuelva a la sefiora Gotay Marcano la suma de mil ($1,000)
délares en concepto de honorarios de abogado.

En consecuencia, el 1licenciado Prado Galarza deberéa
notificar a todos sus clientes de su inhabilidad para
continuar representandolos y devolverles aquellos
honorarios recibidos por servicios profesionales no
realizados. De igual forma, deberd informar oportunamente

de su suspensioédn a cualquier foro judicial o

¢ 3in embargo, segin surge del expediente personal del querellado, el 6
de febrero de 2015, este Tribunal emitidé una Resolucidn concediéndole
al licenciado Prado Galarza un término final de quince (15) dias para
cumplir con los requisitos del Programa de Educacidén Juridica Continua
y para pagar la cuota por el cumplimiento tardio. Del expediente no
surge que el letrado haya cumplido con lo ordenado.
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administrativo ante el cual tenga algun asunto pendiente.
Ademas, deberd acreditar y certificar ante este Tribunal
el cumplimiento con lo anterior dentro del término de
treinta (30) dias contados a partir de la notificacidn de
esta Opinidn Per Curiam y Sentencia.

El Alguacil de este Tribunal procederd de inmediato a
incautar la obra notarial del licenciado Prado Galarza vy
la entregard a la Oficina de Inspeccidn de Notarias para

la correspondiente investigacién e informe.



In re:

EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

Irvin E. Prado Galarza CP-2011-20

SENTENCIA

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de junio de 2016.

Por 1los fundamentos expuestos en la Opinidén Per
Curiam que antecede, la cual se hace formar parte de la
presente Sentencia, decretamos la suspensidén del Lcdo.
Irvin E. Prado Galarza del ejercicio de la abogacia y la
notaria por un término de dos meses y ordenamos gue
devuelva a la Sra. Madeline Gotay Marcano la suma de mil
($1,000) ddbélares en concepto de honorarios de abogado.

Le 1imponemos el deber de notificar a todos sus
clientes sobre su inhabilidad para continuar
representidndolos vy devolverles cualesquiera honorarios
recibidos por trabajos no realizados e informar
inmediatamente de su suspensién a los foros Jjudiciales vy
administrativos. Asimismo, debera acreditar a este
Tribunal el cumplimiento con lo anterior dentro del
término de 30 dias a partir de la notificacidén de esta
Opinidébn Per Curiam y Sentencia.

El Alguacil de este Tribunal deberd& incautar la obra
y el sello notarial del 1licenciado Prado Galarza vy
entregarlos al Director de la Oficina de Inspeccidén de
Notarias para el correspondiente examen e informe a este
foro.
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Notifiquese personalmente al licenciado Prado Galarza
esta Opinidén Per Curiam y Sentencia.

Lo acordd el Tribunal y certifica el Secretario del
Tribunal Supremo. El1 Juez Asociado sefior Rivera Garcia
concurre y hace constar la siguiente expresidn:

El Juez Asociado sefior Rivera Garcia concurre
con el resultado expuesto en la Opinién Per
Curiam que antecede en la medida que estd de
acuerdo con la suspensién del Lcdo. Irvin E.
Prado Galarza del ejercicio de la abogacia y de
la notaria. Sin embargo, entiende que la
suspensién del letrado debid ser por un término
de seis meses.

Juan Ernesto Davila Rivera
Secretario del Tribunal Supremo



